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PROCEDIMIENTO ABREVIADO 137/2016,

SENTENCIA , 324/2016
Vigo, a 12 de septiembre de 2016

Vistos por mi, D. ANTONIO MARTINEZ QUINTANAR, Magistrado-Juez del
Juzgado de lo Contencioso Administrative numerc 2 de Vigo, los presentes
autos de recurso contencioso administrative, seguidos ante este Juzgado
bajo el numero 137 del ado 2016, a instancia de D. [IIIINGGEG—
como parte recurrente, representada por la Procuradora Dfia. Gisela Alvarez
Vazquez y defendida por la Letrada Dila. Maria Paz Salaberri Arean , frente
al CONCELLO DE VIGO como parte recurrida, fepresentada y defendida por el
Letrado de sus Servicios Juridicos D. Pablo Olmos Pita, contra la
inactividad del Concello de Vigo al no ejecutar la Resolucién de 11 de
mayo de 2012 dictada por dicha Administracién en el expediente

administrativo 15748/423.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO: La Procuradora Dfia. Gisela Alvarez V&zquez actuando en

nombre y representacidon de D. I ~cdiante escrito que

por turno de reparto correspondidé a este Juzgado, con fecha 4 de marzo de



2016 presenté recurso contencioso-administrativo con arreglo a los
tramites del procedimiento abreviado, contra la inactividad del Concello
de Vigo al no ejecutar la Resolucién de 11 de mayo de 2012 dictada poxr
dicha Administracién en el expediente administrativo 15748/423, por la que
se obliga a D. I : - doolicisén de las obras ilegales
realizadas en su vivienda.

En el escrito de demanda presentado solicita, tras alegar los hechos
y fundamentos de derecho que estima de aplicacién, que se dicte sentencia
por la que se acuerde por el Concello la ejecucién en sus propios términos
de la resolucién de 11 de mayo de 2012 dictada por el Concello en el
expediente 15748/423, consistentes en la demolicién de la ampliacién de
vivienda unifamiliar existente en unos 25 m2 y ampliacién de galpén de

unos 17 m2, con imposicidén de costas.

SEGUNDO: Admitido a tramite el recurso, se acordé reclamar el
correspondiente expediente administrativo de la Administracién demandada vy
citar a las partes a la celebracién de juicio. Recibido el expediente
administrativo se pusc de manifiesto el mismo en Secretaria a la parte
recurrente, a fin de que pudiera hacer las alegaciones que tuviera por
conveniente, celebréandose la vista con arreglo a lo dispuesto en el art.

78 de la LJCA.

TERCERO: Celebrado el acto de la vista, la demandante se ratificd en
su demanda, y la Administracién demandada solicitd desestimacién del
recurso.

Admitidos y practicados 1los medios de ©prueba de naturaleza
documental, tras el trdmite de conclusiones quedaron los autos vistos para

sentencia.

CUARTO: La cuantia del recurso objeto de enjuiciamiento se ha fijado
en indeterminada, susceptible de cuantificarse en una cifra en todo caso
inferior a los 30.000 euros {al indicarse en la demanda que se cifra la
cuantia del procedimiento en 3000 euros que se calculan como coste

aproximado de las obras de demolicién).

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO: El objeto de recurso viene constituido por la falta de
ejecucién de la Resolucidn de fecha 11 de mayo de 2012 de la Concelleira
delegada del Area de Urbanismo, Cascos Histdéricos e Grandes Proxectos, por
la que se declara que las obras ejecutadas en la Raz I - -0

Bl consistentes en ampliacién de vivienda unifamiliar existente en unos 25
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m2 y ampliacién de galpdén de unos 17 m2, realizadas sin licencia, son
incompatibles con el ordenamiento urbanistico y en consecuencia se ordena a
p. I s cenolicidén, requiriéndole para gque proceda
voluntariamente a la misma, para lo cual debia solicitar licencia en el
plazo de tres meses ante la Administracién municipal.

El actor pone de manifiesto en su demanda que desde la fecha de esta
resolucién no se ha procedido a realizar las obras de demolicién para
reponer la legalidad urbanistica; asi como que en fecha 8 de marzo de 2013
presentd escrito instando la ejecucién forzosa, sin que se llevase a cabo
la obra, por lo gque reiterd su peticién, constando presentados los escritos
en el Concello el 26 de mayo de mayo de 2015 y el 24 de noviembre de 2015,
sin que a fecha de la demanda se haya procedido a la demolicion del galpdédn

y de la ampliacién de la vivienda.

SEGUNDO: Conforme al articulo 29. 2 de la LJCA 29/1998, “Cuando la
Administracién no ejecute sus actos firmes podrén los afectados solicitar
su ejecucidén, y si ésta no se produce en el plazo de un mes desde tal
peticiédn, podran los solicitantes formular recurso contencioso-
administrativo, que se tramitard por el procedimiento abreviado regulado en
el articulo 78." .

El acto por el que se decreta la demolicién se dicté en el ano 2012,
y segin resulta del expediente, fue notificado por publicacién de edictos
de conformidad con el articulo 59.5 de la LRJPAC 30/1992 en fecha 21 de
junio de 2012. Desde entonces, solc consta una visita de inspeccién por el
inspector municipal el 26-2-2013, en la que constata que las obras no han
sido derribadas, permaneciendo en idéntica situacién. Y en fecha 28-5-2013
la Vicepresidenta de la Xerencia Municipal de Urbanismo resolvidé requerir a
p. NN ! cunplimiento del acuerdo de 11 de mayo de 2012,
con apercibimiento de imposicién de multas coercitivas reiterables
mensualmente o bien la ejecucidn subsidiaria, siendo notificado
personalmente este requerimiento al interesado en fecha 6-6-2013.

Por otra parte, mediante informe de 18 de marzo de 2016 la inspeccidn
urbanistica constata que no se han derribado las obras objeto del
expediente.

Por tanto, se acredita que no se ha dado cumplimiento voluntario a la
orden de demolicién, y que a pesar de que han trascurrido cuatro afios desde
entonces, no se ha aplicado ninguno de los mediocs de ejecucién forzosa de
cuyo empleo fue expresamente apercibido en dos ocasiones el obligado a ese
derribo, y que son los dos medios legalmente establecidos para la ejecucidn
forzosa de los actos administrativos gque establecen la obligacidén de un
particular de proceder a la demolicién de una obra ilegalmente realizada,
conforme a lo previsto en los articulos 96 y 99 de la LRJPAC 30/1992, de 26

de noviembre, y de forma mas especifica, como normativa vigente hasta el



19-3-2016, el articulo 209.6 de la Ley 9/2002 de Ordenacién Urbanistica 1%
Proteccidén del Medio Rural de Galicia, que establece que “En caso de
incumplimiento de la orden de demolicién, la Administracion Municipal
precederd a la ejecucidn subsidiaria de la misma o a la ejecucidn forzosa
mediante la imposicién de multas coercitivas, reiterables mensualmente
hasta lograr la ejecucién por el sujeto obligado, en cuantia de 1.000 a
10.000 euros cada una.” En el mismo sentido se regula la ejecucién forzosa
de las 6rdenes de demolicién por el articulo 152.6 de la actual Ley 2/201%6
del Suelo de Galicia.

La inceacién, tramitacién y resolucién de un expediente sancionador
en razén de la infraccién administrativa constituida por la realizacidn de
las obras ilegales es una actividad administrativa obligada en orden a
castigar al infractor, perc es independiente y compatible con la obligacién
de reponer la legalidad urbanistica, cuya restauracién solo se consigue
con la efectiva demolicién. Por tanto, no puede ser tenida en cuenta como
actividad de ejecucién de la Resolucién del expediente de reposicién de la
legalidad urbanistica.

En cuantc a la incidencia que ha tenido la declaracion de nulidad del
PXCM de 2008,la misma ya se ha aclarado en el informe del arguitecto
municipal de 11-3-2016, que obra al folio 100 del expediente, en el que se
concluye que las infracciones siguen manteniendo su vigencia en aplicacién
del planeamiento que resulta ser ahora el vigente y aplicable tras esa
anulacién judicial, por lo que no se aprecia que exista ninguna razoén que
impida a la Administracién municipal cumplir con su obligacién de realizar
actuaciones efectivas de ejecucién de la resolucién que ordena la
demolicién, habida cuenta de que han transcurride cuatro afos sin gue
hubiera adoptado ninguna resclucién incoandec el procedimiento de ejecucién
forzosa, concurriendo los presupuestos para ello.

Cuando transcurre un periodo razonable de tiempo sin que el obligado
haya realizado la més minima actuacién expresiva de su intencién de
proceder a la demolicién ordenada, debe concluirse que el Ccncello debe
proceder a aplicar alguna de las medidas de ejecucién forzosa legalmente
establecidas. En cuanto al orden de prioridad que 1le pueda corresponder a
la efectividad de la reposicién de la legalidad urbanistica de la obra en
cuestidén dentro de la clasificacién de grados que se establece en el Plan
de Inspeccién, debe advertirse que mediante un documento confeccionado
unilateralmente por un o&rganc de la Administracién municipal no puede
legitimarse la prolongacién irndefinida, mas alld de un tiempo razonable, de
un estado de incumplimiento de un acto firme que decreta una demolicién de
una obra como forma de reponer la legalidad urbanistica conculcada. Debe
ponderarse la escasa entidad de la obra a demoler Yy por tanto la mayor

sencillez en la ejecucidén y el largo tiempo transcurrido sin que la
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ejecucién efectiva, en el terreno de los hechos, se haya materiallizado, ni
siquiera comenzado.

En atencién a lo expuesto, la ausencia de actividad ejecutiva y la
ausencia de una especifica respuesta a lcs escritos de la actora instando
la ejecucién forzosa, unida a la evidencia de que no se ha procedide a la
demolicién -no hay ningin indicio de gue ello se haya producido ni de que
haya intencién del obligado de proceder a la misma- y que tampoco se ha
realizado ninguna actuacién administrativa conducente a la ejecucidn desde
que se dictd el acto que la ordena, mas alla de la mera constatacién por la
inspeccidén del incumplimiento por el obligado y del requerimiento a éste
para que proceda a la demclicién ordenada, ponen de manifiesto que en el
momento presente la situacidén es la de inejecucién del acto firme gue
ordena la demolicién, por lo que procede, en aras de evitar ulteriores
dilaciones en el efectivo cumplimiento de la orden de demolicidn, condenar
a la Administraciéon demandada a que proceda a la apertura del
procedimiento de ejecucidén forzosa, en el plazo méximo de tres neses, a
través de alguno de los dos medios legalmente dispuestos por el
ordenamiento urbanistico para tal fin.

No procede en esta sentencia predetérminar el concreto medio por el
que . debe optar el Concellc, habida cuenta de que no se ha empieado hasta
este momentc ninguno de ellos, por lo gue no es posible juzgar a priori
sobre cual de elleos conseguira con mayor prontitud la efectiva demolicién y
adem&s porgque en la demanda tampoco se especifica si se opta por uno u
otro, limitandose a instar la.ejecucién de ia resolucién en sus propios
términos, lo cual se puede acabar consiguiendo, como resultado final, tanto
por la impesicién de multas coercitivas (posibilidad todavia no empleada y

cuya ausencia de efectividad, por tanto, no. se puede considerar probada)

- como a través de la ejecucidén subsidiaria de la orden de demolicidn, a

costa del obligado, como remedic a la situacidén de inactividad en la
ejecucién forzosa de la demolicién en gue se encuentra actualmente el
procedimiénto admirnistrativo, debiendo proceder el Concellc de Vigo-
Xerencia Municipal de Urbanismo en los términos y plazos gue se expondran
en el fallo de esta sentencia.

Fn atencién a lo expuesto, procede estimar el recurso contencioso-
administrativo contra la falta de ejecucién de la resolucidén gue ordena la

demolicién de obras ilegalmente realizadas.

TERCERQ: De conformidad con el articulo 139 de la LJCA 29/1998, en la
redaccién dada por la Ley 37/2011, de 10 de octubre, en primera o uUnica
instancia, el organo Jjurisdiccional, al dictar sentencia, impondrd las
costas a la parte que haya visto rechazadas todas sus pretensiones, salvo
que aprecie y asi lo razone, que el caso presentaba serias dudas de hecho o

de derecho.



La estimacién de las pretensiones de la parte actora obliga a imponer
las costas a la Administracién demandada, si bien, y en aplicacién de lo
previsto en el apartado tercero del articuleo 139 de la LJCA 29/1998, se
imponen las costas hasta la cifra méxima de 400 euros, por todos los

conceptos.

Vistos los preceptos citados y dem&s de pertinente y general y

aplicacidn

FALLO

Que debo ESTIMAR y ESTIMO el recurso contencioso-administrativo
presentado por D. _ contra la inactividad del Concello
de Vigo al no ejecutar la Resolucidén de 11 de mayo de 2012 dictada por
dicha Administracién en el expediente administrativo 15748/423, y CONDENO
al Concello a incoar el procedimiento de ejecucién forzosa de dicha
resolucién en el plazo maximo de tres meses desde la notificacién de esta
sentencia, aplicando alguno de los medios de ejecucién forzosa que se
establecen por la Ley 2/2016, de 10 de febrero, del Suelo de Galicia.

Se imponen las costas procesales a la Administracién demandada, con
el limite maximo de 400 euros, por todos los conceptos.

Notifiquese esta resolucién a las partes, haciéndoles saber que
contra la misma no cabe interponer recurso ordinario alguno; y procédase a
remitir testimonio de esta sentencia a la Administracién demandada, en
unidén del expediente administrativo.

Asi por esta mi sentencia, de la que se llevara testimonio a los
autos principales, lo acuerda, manda y firma D. ANTONIO MARTINEZ QUINTANAR,
Magistrado-Juez del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo n° 2 de Vigo.

Doy fe.

PUBLICACION.- Leida vy publicada fue la anterior sentencia por el Sr.
Magistrado- Juez que la suscribe estando celebrando audiencia piblica en el

dia de hoy que es el de su fecha, doy fe.



